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A Mere,
a Emiliano y a David




Prólogo


“El lobby en la Unión Europea”, de Emiliano Alonso Pelegrín, es un pionero manual, oportunamente reeditado. Se trata a la vez de una útil guía en la jungla institucional bruselense y un vademécum de buenas prácticas.


El libro refleja la experiencia de un jurista que, tras formarse en estudios europeos, optó por desarrollar su actividad en Bruselas como profesional libre y no como funcionario o político en las instituciones. Por emplear una expresión al uso, construye Europa a partir de la sociedad civil inmejorablemente descrita por Tocqueville en la cita que encabeza la obra. Sociedad civil en la que existen grupos que postulan intereses sectoriales o presentan causas concretas ejerciendo el derecho de asociación, básico en democracia. En esencia, plantea la cuestión central de cómo funciona un sistema democrático en construcción y cómo se articula en la misma la democracia representativa con la participativa.


Estos grupos se relacionan con el sistema institucional a partir de la Piazza (la plaza) y no desde il Palazzo (el palacio), en expresión italiana, o la Main Street frente a la High Street de los anglosajones. La expresión lobbying no define una conspiración de oscuros intereses de poderosos; proviene del “lobby” o vestíbulo de entrada de la Cámara de los Comunes donde la gente entregaba sus peticiones y representaciones a sus representantes. Igual que se hacía ante las Cortes desde la Edad Media, donde las leonesas, tierra del autor, fueron pioneras en los albores de la democracia parlamentaria con la presentación de peticiones, agravios o memoriales.


En la monarquía absoluta se hacía antecámara, después se “hacen pasillos”, más en los ministerios que en los parlamentos en la tradición autoritaria. Desgraciadamente, el lobbying adquirió un sentido negativo en nuestro país, mientras se consideraba normal que los grupos de presión dominantes hicieran ostentación de su relación privilegiada con el poder establecido como poderes fácticos, expresión que designaba a la gran Banca, la empresa dominante, a la Iglesia católica o a su versión más popular de “fuerzas vivas”.


En la Unión Europea actual están inscritas en el Registro de Transparencia el conjunto del Parlamento Europeo y la Comisión, de más de 8.000 entidades regionales o locales, organizaciones empresariales y sindicales, empresas multinacionales, asociaciones de agricultores, bufetes de abogados, grupos de reflexión, confesiones religiosas y ONGs como Médicos sin Fronteras, la Cruz Roja o Cáritas. Los principios de transparencia y responsabilidad están consagrados en los Tratados, que se han convertido en la segunda capital de presencia de “lobbies” en el mundo, tras Washington.


Es difícil elaborar una tipología completa, porque son fruto de la libertad de asociación y expresión, pero la experiencia muestra algunos rasgos característicos: el primero es que normalmente concentran su mensaje en una causa, una propuesta o un objetivo, es decir, son monotemáticas en el buen sentido de la palabra, aunque haya casos en que traten de construir una cosmogonía a partir de un punto de apoyo; el segundo es la gran división entre las organizaciones según sus objetivos. En general han jugado un papel de animación, dinamización y acompañamiento del proceso constituyente desde el principio. También hay algunos casos de cizaña entre el trigo.


Este proceso de cambio lo vivimos en paralelo Emiliano y yo. Cuando entramos en la Comunidad Europea en 1986, lo normal era hacer lobby ante la Comisión sin necesidad de publicidad o explicación. La razón era la existencia de “una práctica profundamente arraigada de que los intereses encuentran en ella mejor acogida que en las administraciones de origen”, lo cual se explicaba por su monopolio de iniciativa en la elaboración de las normas –entre 6.000 y 7.000 al año–. Situación que abrió las puertas a los que podían aportar conocimientos y experiencia en campos especializados (económico, financiero científico, medioambiental). Incluso la Comisión fue beligerante a la hora de crear organizaciones que representaran intereses, como ocurrió con la PAC, con casos como el poderoso Comité de Organizaciones Profesionales Agrícolas (COPA).


La línea seguida por la Comisión, expresada en su Comunicación de 1992, fue la de mantener un “enfoque informal” y “la relación más abierta posible”, favorable a la auto-reglamentación, entendida como la adopción voluntaria de códigos de conducta, consistente en saber con quién se trata, un compromiso de utilización lícita de la información (es decir, sin recurrir a “incentivos financieros” para obtenerla y un uso honesto, es decir, que “no se venda”, y ofrecer sólo informaciones veraces). Criterios de difícil objeción, pero cuya aplicación presupone una buena fe sin límites ni control. La realidad mostró que el infierno está empedrado de buenas intenciones.


En cuanto a los objetivos, distinguía cuatro categorías : grupos de diversa naturaleza –con y sin ánimo de lucro– interesados en influenciar la legislación; grupos científicos, de expertos, universitarios y académicos cuya colaboración se busca por razones técnicas y que plantean el interrogante de saber “dónde termina el lobbying y comienza la consultoría técnica”; grupos públicos o privados interesados en participación y cofinanciación en programas comunitarios y abogados o expertos en busca de información o interpretación sobre la reglamentación comunitaria.


Otro factor importante era la debilidad del sistema político comunitario, en el que una élite pionera política y administrativa tenía que avanzar fijando la agenda política y tomando decisiones en territorio desconocido en relación con la experiencia del estadonación a la vez que superaba desconfianzas mutuas, en algunos casos seculares entre sus miembros, con limitados poderes de control parlamentarios. A ello se añadía la fragmentación vertical del sistema, con Directores Generales (DG) en la Comisión casi vitalicios tras complicadas negociaciones en las que se entremezclaban calificaciones y banderas de origen, lo cual suponía un claro condicionamiento del Comisario como responsable político.


Además, la existencia de unos 20 Consejos de Ministros sectoriales distintos y las relaciones con las Comisiones especializadas del Parlamento Europeo agravaron la situación, al crearse en torno a ellos una red de “rutas de influencia” comunitaria, en expresión de Greenwood, además de las nacionales. Aunque la vía normal para acceder al Consejo es la nacional, la denominada defensa de intereses vitales, el mejor método no es ejercer una presión especializada sino hacer coincidir la defensa del interés privado o sectorial con la línea media comunitaria, lo que hace mucho más efectiva la propuesta transaccional que el enrocamiento numantino. Curiosamente, se han dado casos de conseguir normas por la vía comunitaria en contra del criterio expreso de jefes de gobierno en el Consejo Europeo.


El paso a la Unión Europea con el Tratado de Maastricht supuso la introducción de la ciudadanía europea y la codecisión legislativa, así como la democracia participativa como complemento de la representativa. El Parlamento tuvo un papel pionero con la elaboración e introducción del primer registro público y obligatorio de grupos de presión e interés durante mi presidencia, convertido en común del sistema comunitario.


El PE, la más abierta de las tres instituciones, se fue convirtiendo en centro de interés en estrecha relación con el aumento de sus poderes presupuestario y legislativo. Las sesiones plenarias eran públicas, con luz y taquígrafos, desde sus inicios. Su Reglamento, con valor de tratado, establece que las Comisiones tienen obligación de celebrar sus sesiones en público, con tres excepciones (si así se decide antes de aprobar el orden del día, en el examen de los suplicatorios de los miembros y en los comités de conciliación), en claro contraste con la actuación del Consejo, cuya norma era trabajar a puerta cerrada. De hecho, es uno de los Parlamentos más abiertos de la Unión, si se compara con paladines de la apertura como Suecia o Finlandia, cuyas comisiones se reúnen normalmente a puerta cerrada. En la tribuna de visitantes concurren tres tipos de visitantes: los lobbistas, los ciudadanos invitados y, en función del interés mediático, los periodistas.


La creciente actividad de los grupos de interés llevó al PE a plantear una regulación significativamente diferente a la de la Comisión. En mi calidad de Presidente, me correspondió plantear en 1989 la necesidad de una primera regulación en la Mesa, con el Informe del eurodiputado socialista holandés Matten, que mostró la necesidad de una regulación por la creciente presencia de grupos en torno al PE y la gravedad de hechos como el robo y venta de documentos de trabajo interno, la participación activa de lobbistas en las votaciones en comisión parlamentaria, etc. El proceso de regulación iniciado con el Informe del Presidente de la Comisión de Reglamento, el socialista belga Marc Galle, tras audiencias con expertos y examen de las reglas del Congreso americano, fue complejo y controvertido, por diferencias sustanciales sobre el código de conducta y, en particular, la definición de “interés de parte”, además de la publicación de las declaraciones de intereses del diputado y sus asistentes.


Después, los informes del laborista británico Glynn Ford y el liberal francés Nordmann establecieron una regulación consistente en: la obligación de los “lobbistas” de inscribirse en un registro público, llevar una acreditación visible en las instalaciones del PE, respetar un código de conducta consistente en no obtener información de modo deshonesto o comerciar con ella, y declarar cualquier contribución a los eurodiputados o sus asistentes. La sanción por no respetar las normas era la pérdida de la acreditación o la amonestación pública en caso de presión abusiva, como ocurrió en 2002 con un grupo contrario a una directiva de complementos alimentarios, que invadió el correo electrónico de los diputados, hizo una película en la que se deformaba la reunión de la comisión competente, intentó hablar en sede parlamentaria e intimidar al ponente. También hubo una campaña muy agresiva con motivo de la primera directiva sobre biotecnologías. En general, la sobreactuación de los grupos de presión produce efectos contraproducentes, como ocurre de modo creciente con asociaciones que por motivos religiosos o de costumbres incitan a envíos masivos de correo electrónico que producen embotellamientos en el sistema.


Por su parte, los parlamentarios deben presentar una declaración completa de sus actividades profesionales y manifestarla en caso de conflicto de intereses, abstenerse de aceptar retribuciones o regalos por la realización de sus actividades parlamentarias y hacer declaración pública de sus intereses en caso de que existan en la votación de una norma.


En lo que respecta al acceso a los documentos son, por definición, de dominio público. El problema se planteaba con los documentos de trabajo de las Comisiones y sobre los que se establecieron actividades lucrativas. Por iniciativa del Defensor del Pueblo europeo, se creó un código de acceso público a los documentos. El Tratado de Amsterdam reconoció el derecho de acceso general a los documentos de todas las instituciones, que se ha desarrollado legislativamente y ha obligado a establecer un sistema de gestión y vigilancia de la información confidencial, especialmente en la política exterior y de seguridad. Esta modificación representa un cambio significativo en la cultura comunitaria, que desde el principio fue muy tradicional en el sentido de la reserva en los debates y las decisiones.


Cuestión clave es la relación entre democracia representativa y participativa. La descripción del funcionamiento cotidiano de las instituciones es ilustrativa de la dimensión de la democracia participativa en la UE y de los riesgos que conlleva si ésta no se fundamenta en la representativa. Se puede afirmar, con los redactores del proyecto de Constitución, que lo sustancial es la democracia representativa y que el complemento enriquecedor es la participativa. La cuestión es proceder a regular de modo coherente “los cauces adecuados” para todos por igual con objeto de que “el proceso democrático sea completado por nuevos cauces de participación en la formación de las normas y en la adopción de las decisiones”, según Moreiro.


El Tratado de Lisboa retomó de la fallida Constitución, no sin dificultad, el Título II sobre “Disposiciones sobre los principios democráticos” de la UE. En el mismo se parte de la ciudadanía europea introducida en el Tratado de Maastricht, consagrando como regla fundamental respetar “en todas sus actividades el principio de igualdad de sus ciudadanos” (art. 9 TUE). Con tal fin, establece la democracia representativa como base de funcionamiento (art. 10) y la participativa como complemento (art 11).


“El funcionamiento de la Unión” se basa en la democracia representativa, en virtud de la cual “los ciudadanos estarán directamente representados en la Unión a través del PE. Los Estados miembros estarán representados en el Consejo Europeo y en el Consejo por sus gobiernos, que serán democráticamente responsables, bien ante sus Parlamentos nacionales, bien ante sus ciudadanos”. En esta formulación se contiene el reconocimiento expreso de la doble legitimidad democrática, y a la vez, de la forma de gobierno parlamentaria como la normal en toda la Unión.


En cuanto a la democracia participativa 1. “Las instituciones darán a los ciudadanos y a las asociaciones representativas, por los cauces apropiados, la posibilidad de expresar e intercambiar públicamente sus opiniones en todos los ámbitos de actuación de la Unión. 2. Las instituciones mantendrán un diálogo abierto, transparente y regular con las asociaciones representativas y la sociedad civil. 3. Con objeto de garantizar la coherencia y la transparencia de las acciones de la Unión, la Comisión Europea mantendrá amplias consultas con las partes interesadas. 4. Un grupo de al menos un millón de ciudadanos de la Unión, que sean nacionales de un número significativo de Estados miembros, podrá tomar la iniciativa de invitar a la Comisión Europea, en el marco de sus atribuciones, a que presente una propuesta adecuada sobre cuestiones que estos ciudadanos estimen que requieren un acto jurídico de la Unión”.


En realidad, como explica Emiliano Alonso, el proceso de reconocimiento de la ciudadanía fue iniciado por el Tribunal de Justicia en los años 60 con el establecimiento de las doctrinas de efecto directo, que ponía a todos los ciudadanos comunitarios en pie de igualdad y suponía un anclaje en valores democráticos compartidos.


La cuestión de la democracia participativa contiene, en esencia, manifestaciones de voluntad que se pueden considerar como propias de un código de conducta que no es más que el obligado cumplimiento de un deber de respeto a derechos consagrados en la Carta de Derechos Fundamentales como son la libertad de expresión o de asociación. Lo mismo ocurre con los apartados segundo y tercero, en los que se proclama la voluntad de “mantener un diálogo abierto, transparente y regular” o de hacer “amplias consultas”, que hay que entender en la línea de los debates, como “dar a conocer, informarse o participar en foros, chats sobre Internet o mecanismos similares”.


La inclusión de la democracia participativa suscita dos cuestiones fundamentales: la primera relativa a la filosofía dominante en las instituciones europeas sobre las relaciones con la sociedad civil en general; la segunda es la ya apuntada acerca de las legitimidades formal y social del sistema. En un sistema tan complejo como la Unión Europea, es evidente que no se puede introducir la democracia directa del tipo de la polis o asamblearia de tipo soviético ni tampoco estructurar la Unión como un sistema corporativo u orgánico como alternativa a la democracia representativa. Su enunciación tiene, pues, un carácter complementario.


Para comprender el sentido y el alcance de la constitucionalización de estos compromisos conviene tener en cuenta la experiencia histórica interinstitucional, en la que, por ejemplo, el diálogo entre Parlamento y Consejo sólo se estableció de modo regular gracias a la codecisión o la transformación de una Comisión configurada a lo largo del tiempo con unas Direcciones Generales, auténticos feudos o reinos de taifas, en las que la mejor tarjeta de visita era venir de un grupo de presión o de interés. El análisis de las relaciones entre estos grupos y las instituciones es expresivo de cómo la vía participativa fue, en el pasado, la vía más seguida, sin que existieran ningún tipo de garantías o salvaguardias establecidos para defender el servicio al interés público frente al juego de los intereses privados.


Las fechas claves de este proceso que ha llevado al Registro de Transparencia establecido por acuerdo interinstitucional en 2008 están estrechamente relacionadas con el desarrollo y profundización democráticos de la Unión en construcción. Tras el primer paso dado por el Parlamento en 1990, muy ligado a su lucha por la ciudadanía y el poder legislativo compartido, la Comisión inició un proceso de diálogo con los grupos de interés. El siguiente avance se debió al trabajo de la Convención que redactó el Tratado Constitucional y el rescate de su contenido en el Tratado de Lisboa firmado en 2007. La Comisión creó su registro de transparencia en 2008 y el Acuerdo Interinstitucional sobre el mismo es de 2011, revisado ahora.


La evolución y desarrollo de esta dimensión fundamental de la democracia europea en construcción en estos veinte años justifica la nueva edición revisada de este práctico manual sobre el funcionamiento cotidiano de la UE.


ENRIQUE BARÓN CRESPO
Bruselas, enero de 2016




Introducción y plan general de la obra


Introducción del autor a la segunda edición


En la recta final del siglo XX, cuando salía la primera edición de este libro, el entonces Presidente de la Comisión, Jacques Delors, intervino en el Parlamento Europeo afirmando que “en los albores del año 2000 el 80% de la legislación económica, incluso la fiscal y social, provendrá de la Unión Europea”.


Desde entonces ha corrido mucha agua bajo el puente y no menos tinta sobre esta famosa cita.


Hoy, veinte años después de que fuese pronunciada, muchos políticos siguen recurriendo a ella con objetivos no siempre parecidos, para resaltar la importancia de Europa, aunque también para convertir a Bruselas, ante sus electores, en chivo expiatorio de cuanto negativo tienen que decidir en temas difíciles. Tratándose de partidos políticos euroescépticos, la cita les viene al dedillo para denunciar la intromisión, inaceptable según ellos, de Bruselas en la vida del ciudadano de a pie.


En efecto, según algunos autores, el 75% de las leyes nacionales provienen de la Unión Europea y, en ciertos sectores como el medio ambiente, casi el 85% (Guéguen, Daniel Comitology, “Hijacking European Power”, PACT-Europolitics, 2013, pág. 11). Otros hablan de entre el 50-80% (Lionel Zettler, “Lobbying, the art of political persuasion”, Harriman, 2014, pág. 65). Para otros, sin embargo, sólo en torno al 35% de las leyes aprobadas en España están relacionadas con la Unión Europea (Sylvain Brouard, Olivier Costa, Thomas König “The Europeanization of Domestic Legislatures: the empirical implications of the Delors myth in nine countries”, Springer Science & Business Media, 2011).


Más allá de los análisis y de los porcentajes, nadie puede negar la importancia de las decisiones de Bruselas en nuestras vidas, como muestran las más de 8.500 entidades1 registradas para tratar de influir en esas decisiones.


Por eso, ofrecer a ciudadanos y empresas un manual sobre el buen uso de Bruselas mediante la herramienta del lobbying sigue siendo una tarea de gran importancia.


Partamos para ello del todavía escaso activismo de la sociedad civil española en el lobbying, e incluso su temor a verse asociada a tan temida palabra, y que en cierta manera refleja nuestra cultura política. Rehenes, como somos, de una aprensión judeocristiana que no aconseja hablar de dinero o cosas materiales habitualmente asociadas en el imaginario público a los intereses de los lobbies, así como temerosos de derrapar hacia la ilegalidad (tráfico de influencias, corrupción), la sociedad y los partidos políticos que nos representan seguimos en España pasando de puntillas y prestando escasa atención al lobbying.


A esta cultura política no es ajena nuestra clase gobernante, incapaz hasta la fecha de regular la actividad de los lobbies en España pero, lo que es aún más grave, incapaz de articular estrategias colectivas de defensa de intereses en foros internacionales como la Unión Europea y otras organizaciones internacionales a partir de la sociedad civil, esto es, escuchando y vertebrando las reivindicaciones de sus ciudadanos y empresas organizados a través de asociaciones. Reivindicaciones estas de sus propios lobbies que, dicho sea de paso, no defienden sólo intereses materiales, sino principios y valores como en el caso de ciertas organizaciones en ascenso social como las ONG.


Esta pasividad en los foros internacionales (ensimismamiento, como alguno lo ha llamado recientemente) resulta especialmente dañina cuando hablamos de la Unión Europea por el impacto directo de sus decisiones en la sociedad civil y tiene más que ver con carencias organizativas que con grandes teorías y principios. Esta falta de pragmatismo contrasta con alguno de nuestros países vecinos que llevan decenios trabajando mano a mano con sus sectores económicos y sociales para llegar a Bruselas con una sola voz debatida, trabajada y consensuada (no olvidemos que en Bruselas legislan –junto al Parlamento Europeo– los 28 poderes ejecutivos, o sea los gobiernos nacionales).


En Bruselas, ser poco activo o reactivo significa estar fuera de juego y, en vez de comer a la carta, uno pasa a formar parte del menú…


Hace años escuché una frase coloquial de un gran diplomático español quien, con sentido del humor, resumía las complicadas negociaciones en Bruselas en tres principios: a mí no se me aplica, yo me lo llevo todo y que pague otro. Más allá de la anécdota, la cita da testimonio de la complejidad de un sistema donde cada decisión (política, regulación, fondos) está tallada por 28 cinceles diferentes, uno por cada Estado miembro, y modelada por cientos de grupos de interés de dentro y fuera de Europa que participan activamente en el proceso desde el momento mismo de su génesis en la Comisión Europea. Éste es el precio a pagar en un modelo político único, en el que los estados-nación ceden su soberanía para compartirla dejando que sea otra institución (la Comisión) la que proponga las leyes, eliminando progresivamente el veto a la hora de decidir, dejando que el Parlamento Europeo intervenga cada vez más y en más temas y, por último, sometiendo todo el sistema a un control jurisdiccional común.


Ya sea una política o regulación que puede condicionar el futuro de un sector, el aprovechamiento de los dineros comunitarios esparcidos en multitud de ayudas, programas y licitaciones, la incorporación de los instrumentos de la política de competencia al arsenal de armas de defensa y ataque de la empresa en un determinado sector, o, lisa y llanamente, el conocimiento operativo de la gama de quejas y recursos que permiten el acceso directo e inmediato de las empresas y ciudadanos a la Unión Europea…, en cualquiera de estas facetas de la actividad de la Unión Europea, la empresa y el ciudadano español –salvo excepciones– siguen teniendo poca actividad y un escaso protagonismo.


He aquí un libro que, sin renunciar a sus raíces académicas ni aspirar a crear doctrina en ninguna de las áreas tratadas y que cuentan con consumados especialistas, intenta contribuir a allanar el camino para terminar con ese bloqueo mental que significa hacer lobbying. La obra nace de la experiencia del profesional (practitioner, suelen decir los anglosajones con buen tino) y trata de aportar un conjunto de experiencias, reflexiones y algo de pericia (know how, de nuevo el inglés) en torno a una faceta de la Unión Europea tan decisiva como escasamente conocida y explicada.


¿Qué es el lobbying?


¿Qué es el lobbying, que significa hacer pasillo en Bruselas? ¿Qué ventajas tiene practicarlo? ¿Qué peso real tienen las empresas y colectivos de ciudadanos en las decisiones de Bruselas? Y a fin de cuentas, ¿qué se quiere decir cuando Bruselas decide esto o lo otro, quién decide en último término: los Gobiernos nacionales, la Comisión Europea, el Parlamento Europeo, las regiones…? ¿Quiénes son los burócratas de Bruselas? ¿En qué se diferencian de los funcionarios de nuestros ayuntamientos, regiones o ministerios nacionales?


Como veremos, el lobbying no equivale a tráfico de influencias ni a corrupción, sino que representa una extraordinaria herramienta en poder de ciudadanos y empresas para participar en las decisiones públicas.


¿Para qué sirve la Unión Europea en el ámbito de la realidad cotidiana del ciudadano y la empresa? ¿Para qué le sirve a usted, empresa, colectivo, asociación, universidad?


Estas preguntas, lejos de reducir Bruselas a criterios utilitaristas, son la expresión de las ambiciones legítimas y también de las frustraciones de millones ciudadanos abrumados, poco informados o simplemente despistados ante lo que da de sí la Unión Europea más allá de su dimensión política y mediática. Quizás sirvan también para constatar fallos en la información sobre Europa que convenga abordar y resolver.


El lobbying es objeto de otras muchas interrogaciones cuando se pasa a la acción.


¿Cómo se hace lobbying en Bruselas? ¿Cómo puede acercarse o enfrentarse, en su caso, un pequeño colectivo de ciudadanos o una pyme a la superestructura de Bruselas? ¿Existe un manual de instrucciones? ¿Bruselas es sólo sinónimo de obligaciones y cargas o hay también oportunidades y prerrogativas? ¿Bruselas es sólo una buena excusa para los políticos nacionales que tratan de disfrazar decisiones controvertidas para empresas y ciudadanos con el manto sagrado de Bruselas haciendo de Europa un chivo expiatorio de cuanto negativo acontece (la política de austeridad sin ir más lejos)? ¿Qué significa el interés común y cómo hacerlo compatible con la multitud de intereses en juego? ¿Cómo hacerse un retrato de familia entre veintiocho miembros tan diferentes? ¿Cómo sentarse a la misma mesa y entenderse entre lapones, sicilianos, bávaros, trasmontanos, cretenses, etc.?


Cómo, cuándo, por qué y ante quién


El lobbying no es tráfico de influencias ni sinónimo de soborno o corrupción. Se trata, muy al contrario, de una actividad civilizada, profesional y constructiva que permite la participación de empresas y ciudadanos en el proceso de toma de decisión de los poderes públicos.


Bruselas ha consagrado un lobbying peculiar y enormemente eficaz: el lobbying ante la Unión Europea habla por sí solo. Más de 30.000 personas que lo practican habitualmente y muchos han hecho de él su profesión de lobbistas, multitud de oficinas y un modelo propio de hacer pasillo en las instituciones comunitarias.


Pluridisciplinar (economía, derecho, diplomacia, política y comunicación), heterodoxo y más cerca de la práctica que la norma escrita, el lobbying fascina a propios y extraños.


He aquí un libro en favor del activismo europeo, un documento para entender mejor lo que pasa en Bruselas y actuar, no sólo asumir pasivamente las decisiones cruciales que provienen de la Unión Europea; un verdadero y completo manual de instrucciones que pretende no sólo desvelar verdades y desterrar perjuicios y falsos temores, sino también ofrecer herramientas y apuntar pistas certeras.


Plan de la obra


El libro se divide en tres partes:


PRIMERA PARTE: ¿QUÉ ES EL LOBBYING EN LA UNIÓN EUROPEA? CARACTERÍSTICAS, JUSTIFICACIÓN Y PISTAS HACIA EL ÉXITO.


SEGUNDA PARTE: LAS ÁREAS DEL LOBBYING EN LA UNIÓN EUROPEA, CUATRO ESCENARIOS DE ACTUACIÓN.


TERCERA PARTE: NUEVE CASOS PRÁCTICOS DE LOBBYING EN LA UNIÓN EUROPEA.


Primera parte: ¿Qué es el lobbying en la Unión Europea?
Características, justificación y pistas hacia el éxito


En la primera parte, el libro trata de responder al qué Capítulo 1, por qué Capítulo 2, quién Capítulo 3, cómo y cuándo del lobbying Capítulo 4. Se cierra esta parte con un Capítulo 5, de gran importancia por su novedad, ya que se refiere a la transparencia y ética, aspecto que ha venido experimentando en los últimos años un desarrollo importante.


Los dos primeros capítulos hacen referencia al fundamento y origen del lobbying (incluidas referencias a nuestro país), su naturaleza y características. El lector encontrará reflexiones en torno al lobbying y la democracia o a la definición del interés común. Por último, el Capítulo 2 se consagrará al porqué del lobbying en la Unión Europea, en particular desde el lado de Bruselas (Bruselas necesita el lobbying). Se trata de capítulos inevitablemente más teóricos que el resto del libro pero cuya lectura actúa como soporte conceptual inicial y ayudará a entender los contenidos posteriores.


Los Capítulos 3 y 4 se consagran respectivamente al estudio de los actores principales del lobbying (lobbistas y eurócratas) y a la técnica del lobbying. En relación a los actores, el libro va recorriendo las principales dinámicas del lobbying en Bruselas (empresarial, consumidores, social, profesional y regional), traza el perfil del lobbista y aborda el tema de quiénes son los eurócratas. La técnica del lobbying es explicada a través de sus 5 reglas de oro (conocer, entrar, alianzas, adelantarse y ser realista) y se concluirá con la exposición de un plan de lobbying aplicable a las empresas y, por extensión, a cualquier organización.


Segunda parte: las áreas del lobbying en la Unión Europea, cuatro escenarios de actuación


La segunda parte constituye el núcleo central de la obra. En ella se explican cuatro escenarios para practicar el lobbying, actuando el primero (Capítulo 6, El lobbying para influir en las políticas y leyes de la Unión Europea) como la llave maestra de los otros tres capítulos: El lobbying para acceder a las ayudas de la Unión Europea (Capítulo 7), El lobbying en el campo de la libre competencia (Capítulo 8) y, finalmente, Quejas y recursos (Capítulo 9).


El Capítulo 6 aborda el funcionamiento de las ocho principales instituciones de la Unión Europea (apartados 6.2.1. a 6.2.8.), con una atención especial al triángulo institucional Comisión 6.2.1., Consejo de la Unión Europea 6.2.2. y Parlamento Europeo 6.2.4. El contenido, el estilo de la redacción y el léxico al explicar la estructura, funciones y poderes de estas instituciones huye intencionadamente del modelo convencional en este tipo de materias, reduciendo al mínimo indispensable las expresiones técnicas y acudiendo a un lenguaje coloquial, por momentos campechano, que busca la complicidad con los lectores de toda clase, formación y condición.


Este capítulo de la segunda parte viene apoyado gráficamente por el termómetro del lobbying y algunos esquemas que pueden ayudar a la comprensión del lector. La Comisión Europea, clave de bóveda del edificio institucional de la UE y objetivo principal de los lobbies por razones ampliamente expuestas, recibe una atención particular, lo que se aprecia no sólo en la mayor extensión del apartado 6.2.1. dedicado a esta institución central, sino en particular en el número de páginas dedicadas a explicar cuestiones esenciales tales como la legislación por comitología.


A explicar las ayudas con cargo a fondos de la Unión Europea y, sobre todo, al importante papel que juega el lobbying, se dedica el Capítulo 7. Esta parte del libro supone un profundo lifting respecto a la primera edición (1995). Hace veinte años no existía internet ni los numerosos websites de la Comisión Europea que –con mayor o menor acierto– ayudan hoy día al potencial beneficiario de la ayuda en su particular peregrinaje. Por ello, se obvian los contenidos de los programas (ampliamente explicados en la primera edición, pero inevitablemente desactualizados) y el capítulo queda bastante simplificado al concentrarse en cómo hacer lobbying para tener éxito a través de cuestiones clave tales como los tipos de ayuda, los sistemas de gestión (centralizada, compartida o descentralizada; directa o indirecta), la visión que existe desde España (sección tercera: La verdad sobre los dineros de Bruselas) y acaba abordando las ayudas disponibles para proyectos dentro (apartado 7.4. Sección cuarta) y fuera (apartado 7.5. Sección quinta) del territorio de la Unión Europea. La última parte de este capítulo se refiere a las ayudas para contratos de asistencia técnica (apartado 7.6. Sección sexta).


El Capítulo 8 explica cómo hacer un buen lobbying en situaciones donde está en juego la libre competencia tanto en el caso de acuerdos y comportamientos de las empresas como de las administraciones públicas (ayudas estatales, ¡no confundir con las ayudas con cargo al presupuesto de la Unión Europea, explicadas en el Capítulo 7!). El mensaje principal que subyace en las reflexiones, pistas y consejos que recorren este capítulo es doble: la necesidad de acompañar las estrategias jurídicas con el lobbying y la necesidad de armar estrategias de defensa y ataque (estas últimas para aprovechar en beneficio propio las normas aplicables en esta importante parcela de actividad de la Unión Europea que representa la libre competencia).


Por último, el Capítulo 9 (Quejas y recursos), que cierra la segunda parte del libro, más que una cuarta área de lobbying es un complemento indispensable para el lobbista, ya que en él se aborda el conjunto de quejas y recursos en poder de los particulares para ser accionados directamente, sin necesidad de pasar por la intermediación de las administraciones públicas. Además de aportar información sencilla y comprensible sobre los grandes principios del Derecho de la UE, de interés para cualquier ciudadano de a pie (primacía, efecto directo, aplicabilidad inmediata), las vías de queja y recurso pueden aportar un gran valor añadido en la puesta en marcha en las estrategias de lobbying referidas a las tres áreas descritas en los capítulos anteriores. La libre circulación de mercancías (apartado 9.4.1.), áreas como el medio ambiente, la protección del consumidor, etc. (apartado 9.4.2.), la libre competencia (apartado 9.4.3.), el recurso por inactividad (apartado 9.4.4.), la anulación (apartado 9.4.5.), la demanda ante el Tribunal General (apartado 9.4.6.), la indemnización por daños (apartado 9.4.7.), la defensa comercial (apartado 9.4.8.), el derecho de petición (apartado 9.4.9.) y las preguntas parlamentarias (apartado 9.4.10.) componen los diez apartados de este capítulo con el que se cierra la segunda parte.


Tercera parte: nueve casos prácticos de lobbying en la Unión Europea


La tercera parte de libro representa una novedad respecto a la primera edición.


En esta parte final abordamos nueve casos prácticos referidos a situaciones reales enmarcadas en nueve dinámicas bien diferentes que van desde la economía a la sociedad, pasando por el medio ambiente, la salud, la protección de los consumidores, el entorno digital o el bienestar animal.


Además de las diversas dinámicas, de los diferentes actores implicados (empresas multinacionales, pymes, ONGs, federaciones empresariales, administraciones públicas regionales, ayuntamientos, sindicatos), de los igualmente diferentes escenarios geográficos del lobbying que aparecen descritos (Asturias, España y los otros 27 países de la UE, Bruselas, Ginebra, la City londinense, Nueva York, Estados Unidos…) y de su variedad de puntos de impacto (la industria, los consumidores, un sector económico, un sector de la sociedad, el comercio internacional o el mercado global), los nueve casos comparten el mismo propósito de ilustrar las lecciones explicadas a lo largo del libro mediante una estructura común (los hechos, las claves, las lecciones).


El deseo de un enfoque real y no meramente teórico, no sólo está reflejado en estos nueve casos prácticos que cierran la obra. Todo el libro, desde el inicio al final, está salpicado de decenas de ejemplos extraídos de la realidad y algunas reflexiones personales fruto de mi experiencia de lobbista sobre el terreno durante casi treinta años en Bruselas. Este enfoque, apoyado con el vocabulario básico que cierra algunos capítulos, los cuadros y esquemas harán (espero) menos ardua la lectura de algunas partes.


Por último, no quisiera dejar de agradecer a todos los que me han animado y ayudado en la redacción de esta segunda edición. Tengo que empezar por mi mujer, Mere, que puso a nuestra disposición el primer borrador hace casi dos años. Ella reprodujo íntegramente las más de 400 páginas de la primera edición de 1995 ante la imposibilidad de recuperar en soporte informático el texto de entonces. A partir de ahí todo fue más fácil. Idéntico agradecimiento especial a Jaime Rodríguez Medal y Carlos Sánchez Ponz, por sus brillantes y entusiastas contribuciones a la tercera parte (casos prácticos) y por su apoyo fundamental en la revisión (Carlos revisó los Capítulos 1, 2 y 3) y redacción del texto (Jaime revisó el Capítulo 4 y es autor de la redacción del Capítulo 5). A Diego Canga Fano por su amabilidad y disposición. A José Luis Pertierra, al que nunca nos cansamos de agradecer su entusiasmo y ganas de cooperación. A Blanca Sánchez Mir, Arturo Puerta Díaz y Selene González Díaz por su oportuna contribución revisando y corrigiendo. A Rafael Cabarcos por su ánimo.


Gracias a Enrique Barón, mi prologuista a Guillermo de la Dehesa, Hans Brunmyer y Diego López Garrido, europeístas y amigos, por sus contribuciones escritas que ennoblecen esta obra y desmitifican prejuicios y otras leyendas urbanas sobre el lobbying.


EMILIANO ALONSO PELEGRÍN
Bruselas, enero de 2016


 


1 Datos del Registro de Transparencia en el momento de cierre de la edición de esta obra.
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¿QUÉ ES EL LOBBYING EN LA UNIÓN EUROPEA? EL LOBBYING EN LA UNIÓN EUROPEA: CARACTERÍSTICAS, JUSTIFICACIÓN, ACTORES Y PISTAS HACIA EL ÉXITO







Emiliano Alonso ha sido y es uno de los pioneros en la Unión Europea, y probablemente el pionero en España en darse cuenta de la importancia que tiene la labor de defender los intereses de empresas, familias y particulares ante las decisiones de estados como el de España, o de uniones de estados tan grandes y, al mismo tiempo, tan complejas como las de Estados Unidos o Canadá. Pero siendo esta necesidad todavía más importante y necesaria en el caso de la Unión Europea, que, teniendo un número todavía mayor de habitantes que Estados Unidos y Canadá, no es un estado en sí mismo, sino sólo una unión monetaria a 19 con su BCE, pero sin unión fiscal, lo que la hace todavía mucho más débil dentro de una Unión Europea a 28 todavía más compleja y diferente que la unión monetaria.


En España, el lobby está todavía mal visto, entre otras razones por nuestra reducida historia realmente democrática, que abarca sólo 37 años, al haber sido la Constitución Española aprobada el 29 de diciembre de 1978. Esta última no recogió en su articulado que las dos cámaras legislativas, Congreso y Senado, podrían recibir públicamente a delegaciones de personas o de grupos de intereses que aportasen su opinión sobre una determinada ley que les afectaba y registrarla debidamente.


Emiliano es, asimismo, un experto pionero en hacer lobby en Bruselas, donde se reconoce, oficialmente, como una parte legítima y necesaria de la representación de los intereses privados que puede llegar a facilitar la labor de los legisladores y de los políticos a la hora de elaborar reglamentos, directivas y decisiones muy complejas que necesitan expertos que las estudien y que valoren sus efectos jurídicos y reales sobre dichos intereses. Emiliano calcula que un 80% de las regulaciones que afectan a las empresas europeas es debatido y aprobado en Bruselas.


Además, todos estos problemas se complican todavía más debido a que la representación de unos estados miembros es menor que la de otros en los órganos que toman dichas decisiones y pueden llegar a decidirse algunas que favorecen claramente a unos estados más poderosos que otros que lo son menos y que la decisión final que se tome no sea la más objetiva ni la más eficiente.


En definitiva, necesitamos un mayor número de personas como Emiliano que se dediquen a la tarea de ayudar a las empresas y organizaciones españolas a explicar y defender sus intereses legítimos en Bruselas.


Guillermo de la Dehesa
Presidente honorario del Centre for Economic Policy Research







Para poder articular estrategias eficaces de lobbying en la Unión Europea es preciso responder a varias preguntas básicas:


¿QUÉ ES EL LOBBYING EN LA UNIÓN EUROPEA?


¿POR QUÉ HACER LOBBYING EN LA UNIÓN EUROPEA?


¿QUÉ ESTRATEGIA HA DE SEGUIRSE PARA TENER ÉXITO?


¿QUIÉNES Y ANTE QUIÉN SE HACE LOBBYING?


¿CÓMO Y CÚANDO PRACTICARLO?


¿CONVIENE HACER LOBBYING SÓLO EN BRUSELAS O TAMBIÉN A NIVEL NACIONAL?


¿HACIA UNA REGULACIÓN DEL LOBBYING EN LA UNIÓN EUROPEA?










Capítulo 1


¿Qué es el lobbying en la Unión Europea?


1.1. Introducción.


1.2. El lobbying en Bruselas es una actividad constructiva, civilizada, aceptada y pluridisciplinar.


1.3. El impacto en los ciudadanos y empresas del Derecho comunitario.


1.4. La economía: un terreno de entendimiento entre las empresas y los eurócratas.


1.5. El componente político del lobbying ante la Unión Europea: la difícil frontera entre el interés comunitario y los intereses nacionales.


1.6. Lobbying y comunicación: la estrategia de la tela de araña.





1.1. Introducción


El término anglosajón lobby o lobbying ha pasado a formar parte del lenguaje cotidiano de los que se relacionan con el poder público. Entre los ciudadanos y las empresas, sin embargo, todavía muy pocos saben lo que significa con exactitud, y parece que, a medida que se extiende su uso y abuso, aumentan los equívocos y el misterio en torno a él.


Lo cierto es que asistimos en España y en otros países europeos a la consolidación de esta actividad: el lobbying está de moda, como demuestran algunos datos.


En primer lugar, los ciudadanos europeos vienen reclamando cada vez más una mayor transparencia en el tratamiento de los asuntos políticos y regulatorios. No hay seminario, coloquio o conferencia sobre la Unión Europea que no se refiera al lobbying en alguna de sus facetas.


En segundo lugar, Bruselas, la capital de Europa por ser la sede principal de las instituciones comunitarias, acoge a más de 8.500 organizaciones que hacen lobbying, según las estadísticas de la propia Unión Europea en su Registro de Transparencia (diciembre 2015): federaciones profesionales, cámaras de comercio, sindicatos, empresas individuales, bancos, regiones, iglesias y asociaciones de todo tipo que van desde la defensa de los intereses de la mujer a la ecología, pasando por los intereses más variados. Pero esta cifra es muy inferior a la realidad si nos referimos a personas individuales y añadimos los numerosísimos cuerpos diplomáticos acreditados ante la Unión Europea, además de organizaciones provenientes de todo el mundo, activas en diferentes áreas y que no están registradas, despachos de abogados,1 corresponsales y profesionales del mundo de la información, etc. Si sumamos, se alcanza una cifra que supera las 30.000 personas.2


Los últimos aterrizajes de los lobbies croatas, rumanos y búlgaros en Bruselas (Rumanía y Bulgaria se incorporaron a la Unión Europea en 2007, mientras Croacia lo hizo en 2013) no han hecho sino incrementar esta cifra que, por increíble que parezca, es similar a la del total de funcionarios comunitarios o eurócratas (unos 55.000 según datos recientes, de los que alrededor de 32.000 trabajan en la Comisión Europea).3


Bruselas ha creado de este modo un filón de recursos gracias a esta industria poco intensiva en capital y nada contaminante que representa ser la capital administrativa de Europa, y cuyo impacto en términos de empleo directo e indirecto es notable: a cierre del año 2013, la Unión Europea contaba con alrededor de 55.000 funcionarios, siendo la Comisión Europea la institución con más empleados, cerca de 32.000.4 Aproximadamente el 5,6% del presupuesto comunitario, 8.200 millones de euros, se destina a gastos de administración y personal. Y todo sin contar con la numerosísima población flotante que viene a Bruselas a gestiones durante todo el año. A título comparativo, baste con señalar que la administración de París cuenta en la actualidad con cerca de 50.000 empleados, mientras que el ayuntamiento de Madrid no llega a los 30.000.


Como se podrá apreciar, y a pesar de algunas voces críticas entre la población metropolitana de Bruselas por los inconvenientes que crea esta situación (subidas de alquileres, tráfico denso, invasión de despachos y éxodo de los bruselenses hacia la periferia), no parece caber ninguna duda sobre el impacto económico beneficioso que tiene en la ciudad esta realidad.


Por último, el Parlamento Europeo, desde el Tratado de Maastricht (1992) hasta ahora, ha ido ganando cada vez más peso en la Unión Europea, llegando en la actualidad a ser co-legislador con el Consejo de la Unión Europea, teniendo la potestad de bloquear decisiones con las que no está de acuerdo. Entre sus principales competencias, adquiridas, como se ha dicho, en los últimos años, están las de co-legislar y supervisar y aprobar junto al Consejo de la Unión Europea los presupuestos europeos, así como ser el órgano de control democrático de la actividad de sus instituciones. Toda esta asunción de competencias importantes en el proceso de toma de decisión comunitario, ha obligado a ciudadanos y empresas a potenciar sobremanera estrategias de lobbying ante el Parlamento Europeo, exigiendo mayores recursos humanos y materiales en Bruselas para hacer llegar a los eurodiputados los mensajes oportunos en cada momento.


Pero un manual sobre el lobbying en Bruselas no debe reducirse a constataciones de su magnitud mediante cifras espectaculares. Nuestro objetivo es desmenuzar esta materia para hacerla lo más comprensible posible y por eso este capítulo se titula: ¿Qué es el lobbying en la Unión Europea?


Hay quien afirma que la mejor definición del lobbying es la que no existe. Para otros, se puede llegar a entenderlo a través del estudio de sus rasgos más característicos para luego poder practicarlo de manera adecuada.


Nos hemos decantado por el enfoque más audaz: hemos avanzado una definición en la terminología aclarativa al final del libro llevados por nuestro celo didáctico y nos disponemos a continuación a adelantar sus rasgos o características más peculiares.


Lobbying y democracia


“Una asociación política, industrial, comercial o incluso científica y literaria, es un ciudadano ilustrado y poderoso al que no se puede someter ni confinar en la sombra y que, al defender sus derechos particulares contra las exigencias de los poderes públicos, salva las libertades comunes”.5 De entre las agudas observaciones del politólogo francés Alexis de Tocqueville en su obra monumental “La democracia en América”, pocos estudiosos han reparado en esta cita que da plena carta de naturaleza al lobbying como actividad organizada y necesaria para la consolidación de las democracias.


Lejos de las visiones sesgadas y simplistas sobre la actividad del lobbying como fuerzas en la sombra que amenazan a nuestras democracias, Tocqueville nos ofrece una sagaz observación realizada durante sus viajes a América hace ya casi 190 años (1830 y 1831) para analizar el nacimiento de la primera gran democracia moderna. Su cita parece sugerir que las democracias no funcionan si los ciudadanos renuncian a defender sus intereses legítimos mediante una toma de posición cívica y activa que incluye la interacción con los centros de poder a través de asociaciones y otras formas de organización de la sociedad civil, y todo ello en un marco de transparencia.


Una aproximación a lo que significa el lobbying


“Los lobbistas me hacen entender un problema en diez minutos, mientras que mis colaboradores tardan tres días”. Quién sabe si realidad o, tal vez, leyenda urbana, esta frase está atribuida al presidente norteamericano John F. Kennedy, uno de los principales protagonistas en la distensión de la guerra fría y gran defensor del liberalismo democrático. Hoy, más de cuatro décadas después de su muerte, esta máxima sirve de bautismo de fuego para los profesionales del mundo del lobbying en su iniciación, cuando preguntan en qué consiste exactamente su trabajo.


Y es que definir esta actividad en un puñado de palabras es algo tan complicado como la multiplicidad de funciones de diferente naturaleza que los lobbistas deben realizar para llevar a cabo con éxito su labor. Si optamos por atenernos a la definición más académica, la que aporta la Real Academia de la Lengua, se describe al lobby como “un grupo de personas influyentes organizado para presionar a favor de determinados intereses”. Más práctico o, acaso, centrándose en los parámetros más de campo, un autor de gran prestigio como García Lizana lo delimita como aquel “plan o estrategia de comunicación y relaciones públicas que sirve para comunicar y defender determinados intereses ante los legisladores y los distintos representantes de las administraciones públicas”.


Etimológicamente, la palabra lobby, de una evidente procedencia anglosajona, se utiliza para referirse a los salones o vestíbulos del parlamento británico en donde los diputados se reúnen con el público para responder a sus preguntas y explicarles la utilidad de las medidas que se han debatido y aprobado. Algo que la Comisión Europea, dentro de su Libro Verde, recoge para añadir que se trata de “una actividad legítima en un sistema democrático, que contribuye a llamar la atención de las instituciones sobre asuntos importantes”.


Sumando gotas de cada una de estas fuentes, es factible llegar a caracterizar la actividad lobbística de manera que se acoten sus cometidos y se explique su sentido dentro de las modernas y complicadas economías de mercado. Hacer lobbying consiste, a grandes rasgos, en ejercer una cierta presión política y económica con el fin de lograr cierta influencia en los poderes legislativo y ejecutivo de un Estado. Esta actividad es realizada por personas y grupos que, por regla general, no suelen participar ni directa ni activamente en política, pero que intentan lograr que sus argumentos y mensajes sean tenidos en cuenta por los poderes públicos.


Las actividades de lobbying se realizan en la mayor parte de los ámbitos de una sociedad, desde la religión a los deportes, pasando por la economía, la salud, la energía, la justicia o, por supuesto, las minorías que necesitan proteger y aumentar sus legítimos derechos –inmigrantes u homosexuales, por citar sólo dos casos de bastante actualidad–. La acción de estos grupos de influencia transita normalmente paralela a la tramitación de las leyes que les afectan. Su objetivo primordial es que la nueva legislación no les perjudique y, en la medida de lo posible, que les beneficie al máximo. Es decir, llevar hasta el mayor nivel permitido el asunto que les interesa dentro su terreno.


Para lograr llevar a cabo con éxito estos objetivos, es preciso desarrollar una campaña de lobbying eficaz, que abarca en primer lugar conocer de manera excelente el marco de legislación vigente del sector sobre el que se desea influir, saber cuál es la mecánica en la toma de decisiones y los posibles escenarios que se deriven de ello. En un segundo paso, es básico acometer una fase de investigación y posterior análisis en el que se establezca la pauta a seguir y sus resultados más probables. Más adelante se deben elaborar los informes adecuados y recabar la información más precisa posible. Gracias a ello se preparará una batería de mensajes a lanzar a cada uno de los públicos objetivos que manejemos. El último y fundamental escalón es elaborar el mejor plan de comunicación y de relaciones públicas posible, que esté siempre abierto, para ir recogiendo los resultados de las actuaciones que se vayan realizando.




LOBBYING, SIGLAS Y REALIDAD CAMBIANTE


La compleja y cambiante realidad social tiene un reflejo directo en la actividad del lobbying. En estas arenas movedizas, es imprescindible –aunque no siempre fácil– que los lobbies definan con claridad los intereses que representan y, en paralelo, que los representantes del poder público sepan con quién se reúnen y cuáles son sus reivindicaciones.


Las siglas simplifican pero no siempre ayudan. En relación con las minorías que luchan por la igualdad de derechos, destaca en Bruselas el trabajo de la comunidad gay a través de ILGA-Europe (International Association of Gays and Lesbians, en sus siglas inglesas). Este colectivo se presenta, a veces, como asociación que defiende al colectivo LGBTQ (Lesbian, Gay, Bisexual, Transgendered and Queer) que, además de reflejar las diferentes identidades sexuales existentes en nuestra sociedad, puede generar cierta confusión para quienes desconocen quiénes son las personas pertenecientes a la sigla “Q”.


En otro orden bien diferente a la dinámica social del lobbying, existen ejemplos de siglas parecidas que evidencian la dificultad definir el perímetro exacto de los intereses defendidos por los lobbies como, por ejemplo, en el mundo de la carretera, la diferencia entre la Delegación ante la UE de la IRU (International Road Union) que defiende los intereses de las empresas de transporte y la ERF (European Road Federation), cuyo círculo de intereses se amplía a constructores, administraciones públicas, etc. O, como en el caso de EMRA (European Modern Restaurant Association), puede ocurrir que bajo la aparentemente anodina bandera de Asociación Europea de Restaurantes Modernos estén gigantes como McDonalds, Burger King o Autogrill.


Algunos lobbies han optado por mantener sus siglas francesas iniciales (hasta finales del siglo pasado, la lengua de trabajo de referencia en Bruselas era el francés). Es el caso de la Asociación Europea de Productores de Cemento (Cembureau) o del poderoso lobby de los consumidores, el Beuc (Bureau Européen des Consommateurs). Sin embargo, en muchos otros casos el inglés ha desbancado al francés, transformando la antigua Unice (Union des Industries de la CE) en Businesseurope y la CIAA (Confédération des Industries Agro Alimentaires) en FoodDrinkEurope. Otras veces, se transforman las siglas cuando procede definir mejor el tipo de actividad como sucede con la antigua Europia (European Petroleum Industry Association), transformada en la Asociación Europea de Empresas Refinadoras de Petróleo y, de paso, se le da un nuevo look bajo unas siglas con mayor sex-appeal anglosajón (FuelsEurope).





El desarrollo normativo del lobbying en España


No resulta nada fácil hablar del lobby o lobbying en España. Y no lo es porque, a pesar de la extensa legislación existente en la mayoría de ámbitos y sectores, en cualquiera de los tres niveles de la Administración –local, regional y estatal–, no hay todavía una sola norma, precepto o disposición que defina lo que es la profesión ni sus límites éticos. Una realidad que demuestra la escasa cultura política derivada en parte de la corta experiencia democrática en nuestro país si la comparamos con otras realidades políticas, en especial de los países anglosajones.


Sin embargo, esta situación podría haber variado drásticamente si hubiera prosperado la iniciativa del conservador Manuel Fraga durante la elaboración del borrador de lo que sería la Constitución Española de 1978. El presidente de Alianza Popular pretendía incluir dentro del artículo 77 de la Carta Magna dos puntos más de los que finalmente se incorporaron: el 77.3 y el 77.4, que fijaban que las Comisiones podrían recibir de forma pública a delegaciones de grupos legítimos de intereses, con un correspondiente registro de los mismos. Sea como fuere, no fue aprobado, condenando a la profesión al desamparo legal.


Una década más tarde, PP y PSOE presentaron una proposición no de ley sobre la necesidad de regular los despachos profesionales. Meses más tarde, el CDS presentaba otra, que urgía al Gobierno a legislar sobre la actividad de los grupos de presión. Pero aunque ambas iniciativas resultaron aprobadas casi por unanimidad por la Cámara Baja, ninguna llegó a ser transformada en ley.


Quizá por la falta de este acervo legal, o tal vez por culpa de la distorsionada versión que nos llega de la actividad de lobbying por parte de elementos culturales como el cine o las series de televisión, es común que grandes capas de la sociedad miren a esta actividad como si se tratase de algo furtivo, oscuro o, incluso inmoral. Pero basta fijarse en el registro que gestionan la Comisión Europea y el Parlamento Europeo para darse cuenta de que esto no es así. En él hay acreditados cientos de lobbistas españoles, que siguen el día a día de los debates regulatorios y mueven contratas de empresas nacionales en Europa por valor de varias decenas de millones de dólares. Cifras que, según los expertos, se doblan si hablamos de la verdadera realidad del lobbying en nuestro país.


Las empresas más punteras de sectores como la tecnología, la comunicación, la salud o la alimentación, por poner sólo algunos ejemplos, destinan cada vez más recursos económicos, humanos y materiales a tareas relacionadas con aumentar su influencia en los espacios que son más importantes para sus intereses. Si la aprobación de la nueva Ley del Medicamento de 2006 hizo a muchos darse cuenta de la realidad del lobby en nuestro país, ha sido en estos años de crisis cuando la importancia de los profesionales del sector se ha disparado. Debido a cierres de empresas, las presidencias españolas del Consejo de la Unión Europea desde la adhesión de nuestro país o la aprobación de la nueva Ley Audiovisual han tenido detrás el trabajo de cientos de lobbistas que han logrado captar el interés y, en parte, modificar la forma de pensar de políticos y partidos.


Tanto es así que los servicios de estudios cada vez realizan más informes sobre el sector. El más reciente señalaba que las 20 primeras firmas de abogacía del país ingresan más de 100 millones de euros anuales por su trabajo lobbista. Es decir, esta actividad genera alrededor del 10% de la facturación de los despachos, según este estudio realizado en base a la información brindada por las propias firmas, que, en muchas ocasiones, reconocen, sin embargo, que a menudo se trata de tareas intangibles que no es fácil cuantificar en dinero.




LA DIFÍCIL FRONTERA ENTRE EL TRABAJO DE LOS ABOGADOS Y LOS LOBBISTAS


Mientras en el mundo anglosajón el lobbista suele ser un abogado (lawyer) especializado en las relaciones con el poder público, en la mayoría de países europeos se concibe de manera diferente. Como prueba de ello citaremos el difícil debate sobre la inscripción de despachos de abogados que hacen lobbying en el Registro de Transparencia de la Unión Europea y el rechazo de muchos de ellos a hacerlo, anteponiendo el principio de la confidencialidad cliente-abogado a los imperativos crecientes de transparencia. El hecho de que un abogado se adentre en el territorio del lobbying es visto de manera natural en los países anglosajones y, en consecuencia, se acepta como normal la obligación de que esté registrado, que revele ciertas informaciones y que asuma un código deontológico como el resto de lobbistas. La negativa a hacerlo argumentando el principio de confidencialidad cliente-abogado es vista por algunos como una discriminación injustificada, ya que permite que por ahí se escape información sobre la actividad lobbística de los abogados, menoscabándose el principio de transparencia.





De cualquier manera, la única realidad es que hablamos de un sector en pleno desarrollo dentro de la sociedad española que contará en unos años, necesariamente, con una legislación acorde con su posición. Quizá sea en ese momento cuando el lobbying deba hacer su mayor esfuerzo en pro de impulsar una normativa que favorezca su crecimiento presente y futuro. No hay que olvidar que los dos objetivos principales del lobby son influir en el proceso de toma de decisiones de los órganos legislativos y ejecutivos, y la creación de un canal de comunicación fluido entre, por un lado, las compañías y los colectivos de ciudadanos y, por otro, los órganos de poder.


Y es que, tal y como dijo Aristóteles, “el hombre por su propia condición es un ser político”, y, por ello, para el desempeño de su actividad lobbística debe seguir una serie de principios básicos que, según nuestro criterio, deberían ser los siguientes: transparencia dentro del sistema, responsabilidad que se traduzca en un código deontológico debatido y respetado por todos, y la accesibilidad a los centros de decisión más importantes, que, en el área legislativa son, fundamentalmente, el Congreso y el Senado.


1.2. El lobbying en Bruselas es una actividad constructiva, civilizada, aceptada y pluridisciplinar


Mientras en los países de nuestra esfera cultural el lobbying todavía es sinónimo para algunas capas de la población de tráfico de influencias y corrupción, Bruselas ha consagrado un peculiarísimo estilo en las relaciones entre el poder (la Unión Europea en este caso) y los administrados (fundamentalmente los ciudadanos, las empresas y el mundo económico), cuyo porqué analizaremos en el siguiente capítulo. Como reconoce algún autor, “El lobbying está estrechamente asociado a la construcción europea”.6


Tanto es así que, apenas hace unos años, en 2005, se lanzó a nivel comunitario la Iniciativa Europea en favor de la Transparencia, un extenso documento que reconocía al lobby como “una parte legítima y necesaria de la representación”. Poco después, la Comisión Europea, en su Libro Verde sobre la Transparencia, decía que “el lobbying, al facilitar a los legisladores y políticos informaciones desde diferentes ángulos e ideas especializadas, también contribuye a la elaboración de leyes mejores”. Hoy se calcula que alrededor de la mitad de los profesionales del sector en Europa están inscritos en el registro de lobbistas, mientras en países como Irlanda o Reino Unido han aprobado recientemente normas específicas a sus capacidades y límites en la relación con el poder legislativo. Esto derivó en un registro de transparencia de la Unión Europea del que hablaremos más adelante.7


El lobbying en general, y el que se practica ante la Unión Europea en particular, no se inspira en una única disciplina, es jurídico y económico, ya que contiene una importante carga técnica en ciertos supuestos e incorpora de lleno elementos de las relaciones públicas, la diplomacia, la política y la comunicación. A ello nos referimos a continuación.


En definitiva, el regulador, en la búsqueda de un mejor servicio al interés general, necesita escuchar al mayor número de intereses contrapuestos para ponderar de forma precisa la aportación de las partes afectadas.


1.3. El impacto en los ciudadanos y empresas del Derecho comunitario


Las consecuencias que tienen las decisiones de Bruselas en las empresas (y cada vez más en los ciudadanos de a pie) son incontestables. De aquí la importancia de poder interpretar correctamente las claves del Derecho comunitario.


El lobbying en la Unión Europea tiene ante sus instituciones, en efecto, una importante carga jurídica. En cualquiera de las áreas del lobbying que aparecen en la segunda parte de este libro, ya sea al tratar de influir en una decisión, al intentar acceder a una financiación comunitaria gracias a las ayudas o –mucho más aún– si se quieren utilizar con éxito vías directas de recurso o queja, nos toparemos permanentemente con términos jurídicos. Así aparecerán los Reglamentos, las Directivas y Decisiones y se aludirá a menudo a los Tratados Constitutivos o al efecto directo del Derecho comunitario. En definitiva, el ciudadano o empresario corre el riesgo de nadar en una corriente de términos jurídicos complejos y desconocidos hasta la fecha (incluso por el abogado de su empresa), y en consecuencia, de no entender nada sobre cómo se deciden las cosas en Bruselas por culpa de esa maraña de términos que le invitan más a abandonar su intento que a iniciar una estrategia de lobbying.


En este mismo sentido, no sólo se precisa una adecuada formación para interpretar las normas comunitarias sobre las que se sustentan las decisiones, los programas de ayuda o las vías de recurso o queja, sino que a la hora de pasar a la acción, los papeles (informes, notas, propuestas) que van a ser presentados a los funcionarios de alguna institución de la Unión Europea deben redactarse en idéntica clave jurídica.


El empresario, ciudadano de a pie o colectivo, que lea estas líneas no debe olvidar que el Derecho comunitario o Derecho de la Unión Europea, debido a su carga predominantemente económica y por su proximidad conceptual con el common law (la corriente jurídica anglosajona), está más cerca de la práctica que de la teoría y se inspira menos de la doctrina que de la aplicación al caso concreto (case law). Por ello, estamos ante una de las ramas del Derecho más dinámicas y con mayor aplicación en el ámbito cotidiano de actuación de las empresas. Decididamente, Bruselas está más cerca de lo que parece.


En particular y en lo referente a las empresas, la naturaleza económica de lo que se decide en Bruselas y que pasa a ser derecho interno en cada país resulta evidente. En 1988, el entonces presidente de la Comisión Europea, Jacques Delors, llegó a decir que en los albores del año 2000 “el 80% de la legislación relacionada con la economía, incluso también la fiscal y social, provendrá de la Comunidad”. Esta frase ha sido citada por muchos políticos y lo sigue siendo hoy día, aunque no siempre con idéntico objetivo, dependiendo de quien la pronuncie: a veces, para demostrar la importancia de la Unión Europea en la vida de los ciudadanos, otras para denostar la intromisión intolerable de Bruselas en sus vidas, como suele ser habitual en los discursos de los euroescépticos.


Más allá de su uso espurio o de la veracidad discutible de la frase8 (Delors la pronunció cual vaticinio en plena euforia de la llamada cabalgada europeísta y cuando se iniciaba el movimiento del mercado único de 1993), lo cierto es que hoy día en multitud de sectores económicos sí es cierto que el 80%, o incluso más, de las normas que determinan el entorno regulatorio que afecta a las empresas en su día a día viene siendo debatido y aprobado en Bruselas en áreas tales como mercado interior, importación-exportación, medio ambiente, salud, consumo, seguridad e higiene laboral.


Además, no hay más que echar un vistazo al Diario Oficial de la Unión Europea (DOUE) para ver el tipo de decisiones que aparecen: sobre precios agrícolas, comercio exterior, licitaciones, programas de ayuda, defensa comercial, sociedad de información, legislación bancaria, política de competencia o medio ambiente. También (aunque menos) aparecen otras referidas a los ciudadanos de a pie, como la cultura, la ciudadanía, la justicia, la salud pública o la educación.


Por ello, y sin minusvalorar la progresiva irrupción en los últimos años de la legislación comunitaria en otros campos, el económico es el que predomina y las empresas son sus principales destinatarios.


Pero más sorprendente resulta aún descubrir que los rasgos más característicos del Derecho comunitario y que le distingue del resto de los ordenamientos jurídicos, provienen de decisiones del Tribunal de Justicia de la Unión Europea en Luxemburgo, a raíz de recursos presentados –en muchos casos– por empresas. El ejemplo más elocuente es el de su efecto directo, que analizamos en otra parte del libro y que consagra la popularidad del derecho comunitario en España una vez que los profesionales del derecho (principalmente jueces y abogados) lo han integrado en sus consideraciones –los primeros– y en su arsenal jurídico –estos últimos.9


En 1962, la empresa de transportes Van Gend en Loos había importado en Holanda un producto químico procedente de Alemania y se la había reclamado un derecho de aduana que consideró superior al que se aplicaba cuando entró en vigor el Tratado CEE (también conocido como Tratado de Roma), estando dicho aumento basado en una supuesta modificación de la clasificación aduanera de la mercancía en cuestión. Este aumento iba en contra de la obligación conocida como standstill, impuesta por el artículo 12 del Tratado (prohibición de crear nuevos derechos de aduana o tasas de efecto equivalente, así como elevar la cuantía de los ya existentes). La empresa entabló un proceso en Holanda ante la jurisdicción competente –el Tariefcomissie– y ésta recurrió a su vez al Tribunal de Justicia de Luxemburgo para preguntarle, entre otras cosas: ¿Pueden las partes –ciudadanos y empresas particulares en definitiva– alegar, basándose en dicho artículo 12, derechos de carácter individual que el juez deba salvaguardar? Para tres gobiernos nacionales y el Abogado general, dicho artículo sólo contenía obligaciones internacionales para los Estados miembros. Sin embargo, el Tribunal dicta una sentencia histórica de extraordinario valor para el ciudadano europeo en la que consagra el efecto directo del Derecho comunitario. Reproducimos literalmente el razonamiento del Tribunal en su sentencia de 5 de febrero de 1963, asunto nº 26-62 Van Gend & Loos:


“(…) que la Comunidad constituye un ordenamiento jurídico (de derecho internacional) en beneficio del cual los Estados han limitado, aunque en terrenos exiguos, sus derechos soberanos; que de tal ordenamiento son sujetos no solamente los Estados miembros, sino igualmente sus nacionales (…) y que, por consiguiente, el Derecho comunitario, independiente de la legislación de los Estados miembros, al igual que crea deberes para los particulares, está también destinado a engendrar derechos que entren en su patrimonio jurídico, derechos que tienen su origen no sólo en atribuciones explícitas existentes en el Tratado, sino también en las obligaciones que el Tratado impone de forma bien definida, lo mismo a los particulares que a los Estados miembros y a las Instituciones comunitarias (…)”.


1.4. La economía: un terreno de entendimiento entre las empresas y los eurócratas


El contenido económico del lobbying en la Unión Europea parece innegable.


Quien hace lobbying para tratar de modificar, neutralizar o influir en una decisión comunitaria, habrá calibrado previamente las consecuencias económicas de ésta en términos de rentabilidad económica o empresarial, empleo y libre competencia; en los papeles que se entreguen a los eurócratas y durante las reuniones que se mantengan en Bruselas abundarán términos como la especificidad del sector afectado, demostrando hasta la saciedad sus peculiaridades para defenderse de posibles acusaciones de déficits estructurales crónicos o poca rentabilidad de las unidades productivas; tratándose de ayudas, se demostrará que la ayuda comunitaria refuerza la viabilidad de su proyecto; se recurrirá, en suma, y máxime en períodos de recesión económica, al impacto negativo en el tejido industrial y en el empleo ante la negativa comunitaria de imponer medidas de defensa comercial frente a una invasión de productos provenientes de China o de algún dragón asiático; o tratándose de la insistencia de la Unión europea en liderar la lucha contra el CO2 y el cambio climático, no faltarán argumentos a favor o en contra, todos ellos formulados en clave económica.


El que hace lobbying recalcará coletillas que suenan bien en los oídos de los funcionarios o eurócratas como, por ejemplo, la consolidación de un tejido de pymes fuerte y saneado o el estrangulamiento estructural del desarrollo en una zona para justificar la bondad de una solicitud de ayuda con cargo al FEDER, o la afectación del mercado comunitario, la subcotización de precios en el dumping, el mercado relevante, el abuso de la posición de dominio en el mercado, los precios predatorios o la afectación del mercado interior en derecho de la competencia, etc.


El arsenal de vocabulario comunitario es ilimitado, siendo su utilización oportuna y adecuada de una importancia decisiva.


Sin embargo, como veremos en el Capítulo 4 (¿Cuándo y cómo se hace lobbying en la Unión Europea?), el lobbying no debe exclusivamente limitarse a los argumentos jurídicos o económicos, del mismo modo que está condenado al fracaso si detrás de una estrategia impecable de comunicación y relaciones públicas no existe una argumentación técnica adecuada. Conocidos asuntos como el de la carne con hormonas, que aparece en la lista de casos de lobbying en la tercera parte del libro, son ejemplos ilustrativos de la particularísima naturaleza de esta actividad de geometría variable compuesta de conocimientos y sólida cualificación profesional, don de gentes, idiomas, mundología y enormes dosis de sentido común.10


El lobbying ante la Unión Europea se nutre asimismo de la diplomacia. En primer lugar, el don de gentes facilita los contactos y aumenta la agenda de teléfonos, pero ¡que nadie crea que se puede hacer lobbying con una simple relación de teléfonos en Bruselas! Tenacidad, perseverancia y dotes para la negociación y el consenso son también herramientas indispensables debido al largo ciclo de gestación de las decisiones, así como a la multiplicación de actores en presencia –no sólo comunitarios, sino regionales y nacionales–. Esta fragmentación de la responsabilidad decisoria es muy peculiar del poder de Bruselas.


El lobbying en Bruselas exige estructuras y recursos humanos organizados, representativos y permanentes porque estamos ante una acción a medio y largo plazo. Como veremos más adelante, estas reflexiones cobran particular importancia en determinadas áreas del lobbying, como el acceso a la financiación a través de las ayudas de Bruselas,11 en las cuales es preciso, a veces, perder una primera batalla para acabar logrando victorias más rotundas a la postre.


1.5. El componente político del lobbying ante la Unión Europea: la difícil frontera entre el interés comunitario y los intereses nacionales


El ingrediente político no es ajeno al lobbying que se practica ante la Unión Europea. A pesar del contenido eminentemente técnico o económico de las decisiones de Bruselas, faltaríamos a la verdad si olvidásemos el origen político de gran parte de las decisiones de Bruselas.


En el actual esquema institucional, la Comisión Europea, escenario por excelencia –junto al Parlamento Europeo– de la actuación de los lobbies, está formada por 28 comisarios de diferentes nacionalidades, los cuales realizan su trabajo en un marco caracterizado por una doble carga política: por un lado el interés común de la Unión Europea que deben defender, y, por otro, el matiz nacional que preside su nombramiento (cada uno de los comisarios, incluido el presidente, debe someter su designación a la aprobación del Parlamento Europeo, perteneciendo cada comisario a un Estado miembro distinto de la Unión Europea). Todo ello sin olvidar la lógica influencia de los intereses nacionales que puede hacer su aparición en momentos y casos especialmente delicados.


La naturaleza de la Comisión Europea o Colegio de Comisarios resulta, por ello, singular e incluso controvertida, a tono con el muy particular esquema institucional y decisorio de la Unión Europea.


Dejando de lado la tentación de un análisis académico de este particular, nos limitaremos a exponer algunas reflexiones que pueden ser de utilidad para articular estrategias de lobbying.


En primer lugar, el contenido político del lobbying en la Unión Europea se traduce en las diferentes políticas comunitarias que la Comisión Europea –el órgano que representa quizá más fielmente el difícilmente descifrable interés comunitario– propone y concreta en diferentes medidas que constituirán las áreas del lobbying: la política regional, la política agrícola, la política comercial y la de competencia, por citar alguna de las más importantes de cara a la actividad del lobbying.


Las tareas de la Comisión no acaban ahí. También es la institución encargada de gestionar el presupuesto de la Unión Europea y asignar los fondos respectivos; hacer cumplir la legislación comunitaria, junto con el Tribunal de Justicia, y representar a la Unión Europea en la escena internacional, negociando, por ejemplo, los acuerdos con otros países.


En segundo lugar, si la Comisión propone y concreta en determinados ámbitos, ¿quién decide?


Pues bien, el Consejo de la Unión Europea, la institución legislativa por excelencia, esto es, los ministros de los Gobiernos de los Estados miembros. Al contrario de la Comisión Europea, suelen predominar aquí los intereses nacionales, siendo uno de sus cometidos básicos la aprobación del presupuesto anual de la Unión Europea. Principalmente se encarga de dar la Unión los impulsos necesarios para su desarrollo y define sus orientaciones políticas generales.


En tercer lugar, y como hemos visto, aparte de las garantías formales, no existe –entre los comisarios– una separación clara y meridiana entre el interés comunitario y los intereses nacionales de su país de origen. Ya hemos indicado que son designados por los representantes de los gobiernos de los Estados miembros, a pesar de estar sometidos al control –como veremos más adelante– del Parlamento Europeo.


Por último, el carácter político de otras instituciones con un papel relevante en el procedimiento de toma de decisión como el Consejo de la Unión Europea –al que nos hemos referido brevemente– y el Parlamento Europeo parece claro y evidente.


Así pues, un buen lobbying ante la Unión Europea no puede ni debe olvidar el contenido político del entramado europeo.


1.6. Lobbying y comunicación: la estrategia de la tela de araña


El lobbying en Bruselas se nutre, por último, de la disciplina de la comunicación. De nada sirve saber mucho si el mensaje no llega en las condiciones idóneas. La comunicación es aquí un medio imprescindible para lograr un único objetivo: promover, influir, modificar o neutralizar una decisión de Bruselas, dentro de una actitud razonable que sopese los pros y los contras de logros rápidos y espectaculares, pero efímeros, en detrimento de futuras actuaciones.


Se trata de una recomendación de una importancia decisiva y que condiciona toda la estrategia de comunicación de la empresa (public affairs strategy, en terminología anglosajona). Aunque volveremos a hablar del tema en el Capítulo 4, digamos solamente que, al margen de las técnicas principales en este campo como los comunicados o conferencias de prensa, coloquios, seminarios, sondeos de opinión, cartas abiertas o libros blancos o verdes, la comunicación del que hace lobbying en Bruselas debe intentar combinar importantes dosis de profesionalidad y contundencia en la argumentación con la necesaria habilidad y actitud negociadora a todos los niveles de la jerarquía comunitaria.


Aunque no ajeno a las grandes técnicas de la comunicación actual, el lobbying de Bruselas se acerca más –en multitud de ocasiones– a la estrategia silenciosa y paciente de la tela de araña que en un primer momento actúa ante todas aquellas instancias que directa o indirectamente tengan algo que ver con el asunto, para dar paso después a la artillería pesada de contactos, gestiones que, puntual y oportunamente, puedan culminar el trabajo eficaz de la primera etapa.


De nada sirve empezar la casa por el tejado con contactos desordenados al más alto nivel: crean desconcierto, alimentan susceptibilidades de los funcionarios de las diferentes Dégés 12 (Direcciones Generales de la Comisión Europea, en el argot de Bruselas) y representan un trabajo inútil, ya que al final será inevitablemente con dicho funcionario –auténtico rey en lo que compete a sus asuntos– con el que habrá que verse las caras.13




Capítulo 2


¿Por qué se hace lobbying en la Unión Europea?


2.1. Dos excelentes argumentos: Bruselas necesita el lobbying y lo que allí se decide afecta de lleno a las empresas.





A la pregunta de ¿qué es el lobbying?, sucede en la mente del empresario o practicante comunitario (abogado, consultor, administración, etc.) la que consiste en determinar las razones, últimas que pueda tener una empresa, sector o colectivo de cualquier tipo en practicar el lobbying ante la Unión Europea.


Al margen de las razones específicas propias de cada una de las áreas descritas en la segunda parte de esta obra, existen dos argumentos de peso para hacer lobbying en Bruselas que son válidos, con carácter general, para cualquier estrategia de lobbying: influir en la legislación comunitaria, acceder a las ayudas, utilizar en beneficio propio y defenderse con garantías de las normas de competencia o, por último, accionar los mecanismos de defensa a través de las quejas y recursos que ofrece Bruselas.


2.1. Dos excelentes argumentos: Bruselas necesita el lobbying y lo que allí se decide afecta de lleno a las empresas


“La Comisión piensa que escuchar a todos los actores en un marco de transparencia, evitando conflictos de interés y respetando el principio de no discriminación, es fundamental para el desarrollo de sus políticas y garantiza de la mejor manera la protección del interés público”.14


Esta declaración de principios, reiterada en otras respuestas parlamentarias a preguntas similares, da carta de naturaleza al lobbying en la Unión Europea en perfecta sintonía con la cita del politólogo Tocqueville que encabeza el libro.


Es una pescadilla que se muerde la cola o, dicho con más rigor terminológico, si los destinatarios últimos de las decisiones de la Unión Europea son los ciudadanos y las empresas, resulta necesario asociarles de algún modo al proceso de toma de decisiones. El incesante debate actual sobre el desapego que experimentan los ciudadanos de a pie respecto a la construcción europea, iniciativas en curso como la denominada como legislar mejor (better regulation) o el clamor por una mayor transparencia del trabajo de los eurócratas, parecen augurar un gran futuro al lobbying en este siglo que comienza.


Bruselas necesita el lobbying…


La Comisión Europea, la institución clave en la actividad del lobbying ante la Unión Europea por su papel de promotor y ejecutor de las medidas adoptadas, ha desarrollado una extraordinaria red de canales de comunicación –formales e informales–, consciente de que sólo con la aportación de los que están del otro lado de la barrera (administraciones nacionales, regiones, sectores, empresas, ciudadanos) el proyecto europeo podrá construirse sobre bases sólidas.


Aunque este manual no pretende profundizar en ello, los que estamos en Bruselas y hemos hecho del lobbying nuestra principal actividad profesional, coincidimos en afirmar que detrás de los ataques despiadados a la infernal maquinaria burocrática de Bruselas que se mete hasta en nuestra sopa, se esconde una gran ignorancia sobre la verdadera manera en que se deciden aquí las cosas, una manera que ofrece posibilidades de participación siempre y cuando se tenga un objetivo y se conozcan los mecanismos.


Así pues, y aunque parezca sorprendente, es la propia Comisión Europea la que promueve estrategias de acercamiento a los ciudadanos y empresas. ¿Cómo?


En primer lugar, a escala oficial, a través:


– de las consultas públicas que preceden a cualquier iniciativa política o legislativa en una gran variedad de áreas de actuación, siempre y cuando la organización o la persona individual que hace lobby esté registrada en el Registro de Transparencia;


– de la participación en grupos de expertos y comités consultivos que cubren prácticamente todas las políticas comunitarias, y en los que la Comisión Europea se apoya para tomar sus decisiones. Están formados por expertos nacionales y representantes de la propia Comisión, se suelen reunir en la fase incipiente de las decisiones y su papel –sobre todo en los casos de selección de proyectos para recibir ayudas o en el campo de la competencia o la política comercial– supera de facto al meramente consultivo. Como veremos, representan un terreno de importancia creciente para el lobbying;


– de las reuniones con representantes de organizaciones internacionales (Organización Mundial de Comercio, por ejemplo) y delegaciones de terceros países a través de sus misiones diplomáticas en Bruselas, cuando se trata de desarrollar acciones que superan el ámbito comunitario. Del mismo modo, la Comisión Europea ha desarrollado una red de oficinas en el mundo. La tela de araña del lobbista debe llegar hasta estos niveles a la hora de transmitir sus mensajes;


– de la participación en alguno de los llamados Comités científicos15 que existen en campos como la alimentación o los productos farmacéuticos, y que adquieren gran protagonismo en el campo de las ayudas de investigación, desarrollo tecnológico y demostración. La Comisión Europea necesita de sus dictámenes por la alta cualificación de sus miembros, pero no conviene olvidar que, al tratarse de expertos nacionales, se pueden filtrar sensibilidades nacionales en clave científica.


– Del Comité de las Regiones y el Comité Económico y Social16 que representan escenarios adicionales al trabajo de quien hace lobbying, dando voz directa, respectivamente, a los entes subnacionales (regiones, provincias y municipios) y a los representantes de la sociedad civil (empresarios y trabajadores) dentro del marco institucional de la Unión Europea.
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